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aprobación, a la luz de las ventajas que resultarán de la simplificación procedimental y del nuevo 
tratamiento para los supuestos de revisión del programa individual de atención y de revisión de la 
prestación.

Mientras tanto, no podemos aportar una visión optimista de la situación en términos de avance 
o evolución positiva: persisten las quejas ciudadanas en intensidad similar, con especial abundancia 
de las referidas a la efectividad del derecho con la aprobación del recurso.

Consultada la información estadística del sistema para la autonomía y atención a la dependencia 
publicada por el IMSERSO a fecha 31 de diciembre de 2023, se observa que Andalucía es la comunidad 
autónoma con más solicitudes registradas (420 976 solicitudes), marcándose un tiempo medio de 
gestión desde la solicitud hasta la resolución de la prestación de 557 días (para un procedimiento que 
debería estar resuelto en 180 días) y desde la resolución de grado hasta la resolución de la prestación 
en 213 días (para una fase del procedimiento que debería estar resuelta en un plazo de 90 días).

En definitiva, atendiendo a estos recientes datos estadísticos, se podría afirmar que las medidas 
adoptadas por nuestra comunidad autónoma no han resultado del todo fructíferas puesto que, a 
pesar de la entrada en vigor el día 1 de junio de 2021 del Decreto–ley 9/2021 de 18 de mayo por el que 
se adoptan, con carácter urgente, medidas para agilizar la tramitación del procedimiento para el 
reconocimiento de la situación de dependencia y del derecho a las prestaciones del Sistema para la 
Autonomía y Atención a la Dependencia (hace dos años), continúa existiendo un importante retraso 
en el procedimiento. 

2.1.1.1.2. Valoración del grado de dependencia

A nivel práctico, en la fase de valoración de grado observamos un mayor número de quejas en la 
provincia de Sevilla, donde la primera fase de valoración concluye con resolución en torno al año desde 
la presentación. Sin embargo, los expedientes de dependencia de provincias como Granada o Cádiz 
están afectados por una demora mayor, con valoraciones de grado que alcanzan hasta 2 años en el 
caso de Granada y algo más de 18 meses en el de Cádiz.

Es destacable que el simple trámite administrativo de comunicación de inicio del procedimiento su-
pera el plazo máximo para la resolución del procedimiento de valoración de grado, e incluso el plazo 
total de seis meses legalmente establecido para la conclusión del expediente completo.

Es coincidente en las familias que solicitan la ayuda de esta Defensoría la idea generalizada de falta 
de respeto al derecho subjetivo, que se demora en el tiempo a la espera de que las personas solici-
tantes fallezcan antes de poder disfrutar del recurso correspondiente. Las circunstancias angustiosas 
que nos trasladan las personas afectadas son participadas por nuestra parte a los órganos territoriales, 
sin obtener más reacción que la de una aséptica fórmula ritual que no refiere siquiera a la adopción 
de medidas técnicas y/o personales para aminorar el retraso en el procedimiento.

Desde el Defensor del Pueblo Andaluz no podemos hacer caso omiso de estas situaciones de sufri-
miento generadas por la Administración, máxime cuando su solicitud se limita a instar el cumpli-
miento del plazo de seis meses establecido por el legislador y soportan los perjuicios de las demoras 
administrativas.

Lamentablemente existen numerosos expedientes de dependencia en los que las personas solici-
tantes fallecen sin haber podido hacer efectivo el derecho subjetivo, con perjuicio propio y de 
toda su familia.

2.1.1.1.3. El Programa Individual de Atención (PIA)

En la fase de Programa Individual de Atención dirigido a la efectividad del derecho, el número de 
quejas gestionadas duplica al de las recibidas por demoras en la valoración de grado. Como reflejo 
de ello nos encontramos con expedientes de dependencia iniciados en el año 2019 que aún no han 
sido resueltos. Ha sido además muy elevado el número de quejas sobre la propuesta de la prestación 
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económica para cuidados en el entorno familiar como modalidad de intervención más adecuada 
para la persona dependiente, como después veremos.

Resumiendo la posición de la Administración ante las peticiones de informe de esta Institución, hemos 
de decir que en la respuesta de la Delegación Territorial correspondiente respecto de las previsiones 
de valoración del grado de dependencia de la persona afectada, se argumenta que para la resolución 
del expediente está obligada a observar el orden preceptuado por el artículo 71.2 de la ley de 
procedimiento administrativo, esto es, a guardar el orden riguroso de incoación. E incluso aunque 
hayan transcurrido 18 meses desde la solicitud inicial de valoración de la dependencia (recordemos 
que el plazo legal es de 3 meses), responderá que “no todo retraso en los plazos previstos para la 
tramitación y resolución de los procedimientos administrativos supone un incumplimiento de la 
obligación de resolver en un plazo establecido”, ya que “para que que el retraso se pueda concep-
tuar como injustificado y excesivo, debe en tenerse en cuenta la complejidad del procedimiento, la 
actuación de las personas interesadas y el criterio de la duración de procedimientos similares, que es 
el que permite valorar si nos encontramos ante una dilación indebida o una tramitación ordinaria”.

Cuando la persona afectada cuente con grado de dependencia, la Administración autonómica ampa-
rará el retraso en el reconocimiento del acceso al recurso, en razones de índole presupuestaria, 
del siguiente tenor: “Siento decirle que esta tardanza en la aprobación de los PIAS es generalizada 
en la mayoría de los expedientes, salvo urgencias sociales, debido a que existe un gran numero de 
expedientes en esta fase, los cuales no pueden ser resueltos en plazo debido a la falta de disponi-
bilidad presupuestaria y de personal”.

En resumen, la mayoría de hombres y mujeres andaluces en idéntica situación depositarán sus es-
peranzas en el Defensor del Pueblo Andaluz, para luchar por la efectividad de un derecho subjetivo, 
banalizado sistemáticamente por la vía de dilaciones inaceptables, pero imprescindible para la vida 
digna de muchas personas y de sus familias.

El Defensor del Pueblo Andaluz hará valer su derecho a través de todos los instrumentos incardinados 
en su competencia estatutaria, acompañará a las personas afectadas en este camino proporcionán-
doles toda la información que no han obtenido de las administraciones, autonómica o local, y cruzará 
los dedos para que no tengan que escribirnos comunicando el fallecimiento sin haber llegado a 
beneficiarse de lo que por derecho propio les correspondía.

Somos conscientes del deber de respeto del orden de las solicitudes que exige la tramitación proce-
dimental. El Defensor del Pueblo Andaluz no exige de la Administración pública la infracción de 
la Ley, sino su cumplimiento íntegro, tanto en la observancia equitativa del orden de tramitación 
de las solicitudes, como con mayor razón, del plazo preceptivo en la finalización del procedimiento.

Tampoco puede admitir el argumento de que “no todo retraso en los plazos previstos para la tramita-
ción y resolución de los procedimientos administrativos supone un incumplimiento de la obligación 
de resolver en un plazo establecido”, a la vista de los retrasos que manejamos y por ello lo manifesta-
mos con rotundidad y claridad en nuestras resoluciones (quejas 23/0640, 22/6633, 22/4678, 23/1710).

2.1.1.1.4. Dilaciones por cambio de domicilio

También nos hemos posicionado sobre la demora que afecta a la tramitación de los expedientes 
de dependencia cuando las personas dependiente ejercen su obligación  como beneficiarias, de 
conformidad al artículo 4 de la Orden de 3 de agosto de 2007, por la que se establece la intensidad 
de protección de los servicios, el régimen de compatibilidad de las Prestaciones y la Gestión de las 
Prestaciones Económicas del Sistema de Autonomía y Atención a la Dependencia en Andalucía, 
comunicando el cambio de domicilio. 

Se trata de los casos en que las personas interesadas han de trasladar su domicilio al de un familiar 
para contar con el amparo que precisan en la atención a sus necesidades y, por tanto, una realidad 
social que afecta a nuestros mayores que, desgraciadamente llegan al término de su vida sin que las 
administraciones públicas hayan intervenido a tiempo.
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